El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ELEMENTOS / CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA.
El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro. (…)
… tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él. (…)
El accidente se produjo entonces por una causa extraña, concretamente por el hecho exclusivo de la víctima que rompe el nexo causal indispensable para que se configure la responsabilidad civil, tal como se indicó en otro aparte de esta providencia con apoyo jurisprudencial y que no resulta menester repetir, ya que, de otro lado, al conductor del vehículo de servicio público no puede atribuírsele obrar reprochable que haya tenido injerencia en la producción del daño, pues aquella que se le imputa quedó desvirtuada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual
Procedencia: Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira

Demandantes: Edel Sorany Ramírez Estada y los menores Juanita Geraldine y Ángel David Villada Ramírez
Apoderado: Jorge Mario Aristizabal Giraldo
Demandados: Luis Horacio Valencia Echeverry, Líneas Pereiranas S.A y QBE Seguros S.A.
Apoderados: De los dos primeros Jairo Balaguera Hurtado; de la última Luis Fernando Patiño Marín como principal, sustituta Diana Vanessa Rivera Castañeda.
Llamada en Garantía: QBE Seguros S.A. con los mismos apoderados

Radicación: 66001-31-03-001-2013-00330-01
Fecha audiencia: Octubre 1º de 2018, 9:30 am
HECHOS DEMANDA: El 4 de septiembre de 2004 contrajeron matrimonio los señores Edel Sorany Ramírez Estada y Carlos Andrés Villada Villegas, unión de la cual nacieron Juanita Geraldine y Áangel David Villada Ramírez; el 23 de octubre de 2008, a las 6:15 am ser presentó un fatal accidente entre la buseta de placa SJS 418 que impacto violentamente con la motocicleta de placa SYL 94 en la que se movilizaba el citado Carlos Andrés; accidente que se produjo por causas atribuibles al señor Oswaldo Gómez Soria, quien conducía la buseta y no respetó la señal de semáforo en rojo ni la prelación que llevaba el motociclista, quien debió ser recluido en un centro hospitalario en el que falleció el 5 de noviembre siguiente a consecuencia de las múltiples lesiones que sufrió. El citado señor laboraba al servicio de la empresa Alarmas Diesel y devengaba $461.500 como sueldo básico y $317.000 por el arrendamiento de la moto a la empresa.  El propietario de la buseta es el señor Luis Horacio Valencia Echeverry, se encontraba afiliada a la empresa Líneas Pereiranas SA y estaba asegurada a la compañía QBE Seguros. Con la muerte referida, se causaron los perjuicios que se reclaman.
PRETENSIONES: Se declare a los demandados responsables de la muerte de Carlos Andrés Villada Villegas y se les condene a pagar a cada uno de los demandantes 100 smmlv por perjuicios morales; la misma suma por daño a la vida de relación y por lucro cesante para la esposa e hijos,  $113.540.009,90.

RESPUESTAS DEMANDA.
QBE SEGUROS DEL ESTADO: No le constan en su mayoría los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó prescripción de la acción en relación con la víctima y la genérica. Respecto del asegurado propuso las de ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza; límite del valor asegurado; disponibilidad de pago y agotamiento del valor asegurado y las demás que resulten probadas ( 103 a 110, C 1).
LÍNEAS PEREIRANAS S.A LIPSA Y LUIS HORACIO VALENCIA ECHEVEERY respondieron por apoderado común. Este aceptó algunos hechos, negó los relativos a la responsabilidad que se les endilga y de otros dijo que le constaban. Se opuso a las pretensiones y excepcionó culpa exclusiva de la víctima; cobro de lo no debido y la genérica. ( F 123 a 127, C 1)
LLAMAMIENTO EN GARANTIA: Lo hizo la empresa de transporte a  QBE Seguros S.A. con fundamento en las póliza 104142000929 que ampara la buseta de placas SJS-418 y la 1231000000033 denominada responsabilidad civil pasajeros excesos (segunda capa). (F 11 a 13, C 2)

RESPUESTA LLAMADA EN GARANTÍA: Aceptó parcialmente los hechos y propuso como excepciones las de ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza; límite del valor asegurado; disponibilidad de pago y agotamiento del valor asegurado; reconocimiento condicionado del perjuicio moral y las demás que resulten probadas. (F 31 a 36, y 41 a 46, C 2).
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 27 de septiembre de 2017. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas por los demandados; próspera de la prescripción alegada por la aseguradora; se declaró a Luis Horacio Valencia Echeverry y a Líneas Pereiranas S.A. responsables del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda y se les condenó a pagar a los menores demandante la suma de $55.596.293.31; por lucro cesante para Ángel David Villada Ramírez la suma de $114.852.757 y para su hermana Juanita Geraldine $146.756.493; se negaron las demás súplicas de la demanda; se condenó a la aseguradora a responder por la cantidad de dinero a que fueron condenados los demandados hasta el límite establecido en la póliza en 160 smlmv vigentes en el año 2008, teniendo en cuenta además el deducible del 10%; se condenó en costas a los demandados a favor de la parte demandante y a esta a favor  de  QBE Seguros.

Para decidir así, consideró el juzgado que se demostró el hecho dañoso que se desprende del ejercicio de la actividad peligrosa como es la de conducir vehículos automotores; también el accidente y la conducta culposa del conductor de la buseta, quien no respeto la señal del semáforo que estaba cambiando de amarillo a rojo, de acuerdo con el testimonio del señor Pedro María Usuga, sin que los demandados hubiesen acreditado la culpa exclusiva de la víctima o su concurrencia en el accidente.  Agregó que los demandados no acudieron a la audiencia de conciliación prejudicial ni justificaron su inasistencia, de donde deduce un indicio en su contra.
Negó los perjuicios reclamados por la señora Edel Sorany Ramírez Estrada, porque no se demostró su existencia y consideró estar demostrados los morales y el lucro cesante reclamado por los hijos de la víctima directa del accidente, aunque no el daño a la vida de relación. Estimó que había prescrito la acción de los demandantes para reclamar de manera directa la indemnización de perjuicios frente a la aseguradora, pero esta debe responder con motivo del  llamamiento en garantía.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpusieron los demandados Líneas Pereiranas S.A y Luis Horacio Valencia Echeverry,  así como la sociedad QBE Seguros S.A., llamada en garantía, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 27 de septiembre de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauraron la señora Edel Sorany Ramírez Estrada y los menores Juanita Geraldine y Ángel David Villada Ramírez contra los impugnantes.
CONSIDERACIONES 

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. Las partes están legitimados en la causa.

2.1 Por activa, la señora Edel Sorany Ramírez Estrada como cónyuge del señor Carlos Andrés Villada Villegas, víctima directa del accidente, y los menores Juanita Geraldine y Ángel David Villada Ramírez en su calidad de hijos, todo lo cual lo acreditan las copias de los registros de origen notarial que se aportaron con la demanda y que obran a folios  19, 22 y 23 del cuaderno No. 1. 

2.2 Por pasiva lo está el señor Luis Horacio Valencia Echeverry, propietario del vehículo de placa SJS418, con el que se dice se causó el accidente; también la Empresa Líneas Pereiranas S.A. a la que se encontraba afiliado, como lo demuestra el certificado de tradición expedido por la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas, que reposa a folio 17 del cuaderno No. 1.

2.3 La misma legitimación se predica de la sociedad QBE Seguros S.A. como entidad aseguradora del referido vehículo, hecho demostrado con las copias de las pólizas de seguro de automóviles  que obran a folios 1 y 2 del cuaderno No 2 y en razón a que acaecido el siniestro objeto de amparo, surgió para las víctimas,  por mandato del artículo 1133 del Código de Comercio, subrogado por el 87 de la ley 45 de 1990, la acción directa contra la compañía de seguros.

3. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala establecer si está demostrada la responsabilidad que se endilga a los demandados impugnantes en el accidente en el que perdió la vida el señor Carlos Andrés Villada Villegas. Solo de ser positiva esa respuesta se analizará lo relacionado con la cuantía de las condenas impuestas en el fallo que se revisa. 
4. El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

La responsabilidad que surge de las actividades peligrosas encuentra sustento legal en el artículo 2356 del Código Civil y tratándose de daños causados por la colisión de dos vehículos, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC12994-2016, del 15 de septiembre de 2016, radicación 25290 31 03 002 2010 00111 01, con ponencia de la  Dra. Margarita Cabello Blanco: 
“También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria.
Al demandarse a quien causó una lesión como resultado de desarrollar una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, el opositor aduce culpa de la víctima, es menester estudiar cuál se excluye, acontecimiento en el que, ha precisado la Corporación:

“en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir ‘que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, ésta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso’. Lo anterior es así por cuanto, en tratándose ‘de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…) Reiterado en CSJ CS Jul. 25 de 2014, radiación n. 2006-00315)…” 

De acuerdo con esa jurisprudencia, tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él. Ese criterio lo ha sostenido este tribunal en distintas providencias y para citar solo algunas, a él se acudió en sentencia del 15 de enero de 2013, con ponencia del Dr. Fernán Camilo Valencia López, en el proceso con radicación 66170-31-03-001-2009-00128-01; en la del 16 de diciembre de 2016, expediente 66001-31-03-005-2012-00242-01, con ponencia del Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo y en sentencia del 29 de septiembre de 2017, con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera, expediente No. 2015-00107-01 y del 13 de junio de 2018 en proceso con radicación, 66001-31-03-003-2015-00373-02 de esta misma Sala.
De esa manera quedan resueltas algunos de los reparos que se hicieron a la sentencia de primera sede, pues el apoderado de la empresa de transportes y del señor Luis Horacio Valencia Echeverry considera que en eventos como el que ahora ocupa la atención de este tribunal se neutraliza la apreciación de culpas y para establecer la responsabilidad debe probarse quién fue el culpable del accidente, mientras el apoderado de la compañía se seguros sostuvo que la presunción de culpa, por el ejercicio de actividades peligrosas que consagra el artículo 2356 del Código Civil no tiene aplicación en este caso porque las personas involucradas en aquel hecho, ejercían esa misma actividad y por ende, correspondía a la parte demandante acreditar todos los elementos de la responsabilidad.
Esos argumentos, de acuerdo con lo expuesto, no se compadecen con lo que la jurisprudencia de la CSJ ha enseñado al respecto, la que en forma reiterada ha sido acogida por este tribunal al decidir controversias en las que el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas.

5. En el asunto bajo estudio, el accidente se produjo entre la motocicleta de placa SLY 94, conducida por el señor Carlos Andrés Villada Villegas y la buseta de transporte público con placa No. SJS 418, conducida por Oswaldo Gómez Soria, de propiedad del señor Luis Horacio Valencia Echeverry, afiliada a la empresa Líneas Pereiranas S.A.
Los demandantes adjudicaron al conductor de la buseta la responsabilidad en la colisión. Concretamente adujeron, en el hecho décimo primero de la demanda, que no respetó la señal roja del semáforo y así arrolló al motociclista.

Los demandados, por su parte, aducen que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, quien debido a la velocidad con la que se desplazaba por la carrera 8ª y al no hacer el pare cuando el semáforo de la misma vía estaba en rojo, colisionó con la buseta. Así lo expresaron al formular la respectiva excepción.

El juzgado dedujo que fue el conductor de la buseta el responsable del  accidente, con fundamento en el testimonio rendido por el señor Pedro María Úsuga, quien dijo, presenció cuando el conductor de la buseta dejó de respetar el semáforo que estaba en rojo.
Relató el citado señor que el día del accidente terminaba su trabajo como vigilante del sector de seis de la tarde a seis de la mañana; se paró en la esquina de la diecisiete con octava a esperar que cambiara el semáforo que estaba en rojo para pasar; “subía una buseta, yo me fui a pasar porque estaba en rojo y la buseta me hizo retroceder, porque ella pasó en rojo, en eso sentí el porrazo, yo no miré para la octava sentí el porrazo y cuando el señor que estaba ahí”; el lugar estaba muy solo y por eso, considera, el conductor de la buseta no respetó la señal de tránsito; desconoce el sentido que llevaba la motocicleta porque no le estaba poniendo cuidado. En el acto en que se recibía ese testimonio se realizó un plano de la vía con el fin de establecer el sitio concreto en el que estaba ubicado el testigo, el que obra a folio 174 y en el que aparece el lugar señalado por el deponente, quien marcó el lugar del semáforo e indicó que estaba detrás de él, a la orilla del andén.
Se le preguntó si sabía que subiendo por la calle 17 el semáforo se encontraba en la parte derecha de la vía y respondió que para él, estaba a su izquierda, porque él subía y el semáforo le queda “a este lado”, señalando en el plano elaborado uno que se encontraba al pie suyo e insiste en que ese objeto no estaba en la margen derecha, subiendo por la calle 17 hacia la carrera octava y en que fue a pasar porque estaba en rojo, pero la buseta no se detuvo y él se devolvió.

También se le preguntó si sabía que el semáforo ubicado sobre la carrera octava con calle 17 da la señal lumínica para los que vienen por la primera de tales vías y dijo que no lo tiene entendido; luego, si tenía  certeza sobre a quién era que le ofrecía la señal lumínica el semáforo que vio sobre la carrera octava y después de unas objeciones a la pregunta, no resueltas por el juzgado, dijo que era muy difícil, pues estaba mirando la buseta y agregó “cómo voy a mirar al de la octava si yo voy a cruzar acá, yo estoy mirando al que sube por la 17, estoy mirando al que sube por la 17 para yo poder pasar acá a la otra esquina, como voy a mirar al de la octava si yo vengo es por esta esquina, yo vengo acá”, señaló nuevamente en el plano, el lugar donde dijo estaba ubicado y más adelante agregó que estaba mirando el semáforo de la 17, el que va subiendo por 17 con octava, “yo miro el que está mirando pa aca, pa la 17”; al sentir el impacto no puso atención al lugar donde quedó la motocicleta, sino a quien la conducía, que quedó bañado en sangre. Considera que el motociclista no se detuvo porque antes de la colisión, el semáforo de la vía por la que se desplazaba estaba en verde y se confió en que la buseta no iba cruzar. 
6. La apoderada de la llamada en garantía, al formular sus alegatos en esta sede, considera que ese deponente está equivocado y que el semáforo que él observó en rojo, cuando se disponía a atravesar la calle, era el peatonal, de donde infiere la responsabilidad en el motociclista, pues si aquel elemento estaba anunciando la prohibición del paso para peatones que se dirigían a atravesar la calle 17, sobre la carrera octava, eso indica que estaba autorizado el paso de los vehículos, con la luz verde y por ende, que estaba en luz roja el semáforo vehicular de la carrera octava, para los vehículos que iban a cruzar la calle 17; es decir, por la vía por la que conducía la víctima del accidente. 
El apoderado de los demandados aduce que para confirmar los dichos del deponente en cuestión, resultaba menester escucharlo en el lugar de los hechos, pero como a ello no se procedió, incurrió en error el juzgado, el que resultó determinante de la decisión, de tal modo que de no haberse incurrido en él, otro hubiese sido el pronunciamiento.

7. En el curso de esta instancia, de manera oficiosa, se obtuvo un informe del Instituto de Movilidad de Pereira sobre la ubicación  de los semáforos peatonales que se encontraban en la calle 17 con carrera 8ª de Pereira y concretamente los que corresponden a los vehículos que se desplazan por la primera de tales vías a sobrepasar la segunda, para el 23 de octubre de 2008, fecha del accidente a que se refieren los hechos de la demanda.
En los documentos respectivos que obran en el cuaderno No. 6, aparecen los planos de las dos vías; en ellos se plasma un semáforo peatonal poste al margen izquierdo de la vía, subiendo hacia la carrera 8ª y un semáforo vehicular ménsula al lado derecho. (F. 1, 3 y 5).

Del testimonio rendido por el único testigo que concurrió a declarar a instancias de la parte demandante, surge evidente que a lo largo de su versión insistió en la presencia del semáforo que marcaba la luz roja, ubicado al lado  izquierdo de la vía que de la calle 17 conduce a la carrera 8ª, además, a un costado del sitio donde él se encontraba ubicado, el que considera, desconoció el conductor de la buseta con la que se causó la colisión. Eso mismo lo plasmó en el plano que se elaboró mientras rendía su versión y que como ya se indicó, obra a folio 174 del cuaderno principal.
Sin embargo, de acuerdo con la prueba recogida en esta instancia, se pudo constatar que el semáforo al que siempre aludió el testigo era peatonal, lo que traduce que si estaba en rojo como con insistencia lo dijo, en verde se encontraba aquel que controlaba el flujo vehicular y que por ende, no fue el conductor del automotor de  servicio público el causante del accidente, contrario a lo que se afirmó en el escrito por medio del cual se promovió la acción, en el que se le adjudicó responsabilidad por haber desconocido la luz roja del semáforo que le ordenaba detenerse.
De ese mismo testimonio se infiere un indicio grave de hallarse en rojo el semáforo que dirigía el tránsito por la carrera octava, por la que se desplazaba el motociclista, pues eso es lo más probable cuando se ejerce el control vehicular por medio de esos dispositivos, y no lo contrario, es decir, que los dos semáforos, en una intersección, se encontraran emitiendo, al mismo tiempo, la luz roja, pues de ser así, el que ahora es objeto de análisis, no hubiese sido el único accidente acaecido en la fecha que se produjo.
Además, está probado que los dos semáforos se encontraban operando, de acuerdo con el informe policial de accidentes de tránsito que obra a folios 33 y 34 del cuaderno principal, que dan cuenta de tal situación, y debe entenderse que lo hacían normalmente porque de no serlo se hubiesen llenado casillas diferentes como las de intermitente, con daños, o apagado que allí se consignan.
Del análisis en conjunto de las pruebas a las que se hace alusión, puede entonces afirmarse que la presunción de culpa que pesaba sobre los demandados se desvirtuó y en consecuencia, que el accidente se produjo por culpa del motociclista, quien desconoció la señal de rojo que emitía el semáforo que dirigía el tráfico vehicular por la vía sobre la que se desplazaba.
8. El accidente se produjo entonces por una causa extraña, concretamente por el hecho exclusivo de la víctima que rompe el nexo causal indispensable para que se configure la responsabilidad civil, tal como se indicó en otro aparte de esta providencia con apoyo jurisprudencial y que no resulta menester repetir, ya que, de otro lado, al conductor del vehículo de servicio público no puede atribuírsele obrar reprochable que haya tenido injerencia en la producción del daño, pues aquella que se le imputa quedó desvirtuada. 

En consecuencia, ante la ausencia de uno de los elementos de la responsabilidad civil extracontractual, las pretensiones de la demanda debían fracasar. 

9. Para la Sala no tienen acogida los argumentos del juzgado en cuanto concluyó que el conductor del vehículo de servicio público fue el que causó el accidente, con fundamento en el testimonio de la única persona que en el proceso declaró, pues no tenía conocimiento ese despacho de la forma como se encontraban ubicados los semáforos en el lugar en el que se produjo la colisión.

Tampoco los que planteó el apoderado de la parte actora al formular sus alegatos, pues contrario a lo que afirmó en esta instancia, se pudo establecer, como se acaba de expresar, que era peatonal el semáforo que observaba el testigo tantas veces referido; además,  la ubicación de todos los que existían en el lugar para la fecha del accidente, de acuerdo, se repite, con los documentos que se incorporaron al proceso en esta sede y que obran en el cuaderno No. 6, los que se pusieron en conocimiento de las partes por el término de tres días, mediante auto del 23 de abril de este año, el que venció en silencio. 
CONCLUSIONES Y FALLO

Por lo expuesto, se revocará la sentencia que se revisa, excepto los ordinales segundo y octavo por medio de los cuales se declaró probada la excepción de prescripción propuesta por la sociedad QBE S.A. como demandada y condenó a los demandantes a pagarle las costas causadas, decisiones que no fueron recurridas.

En consecuencia, se negarán las súplicas de la demanda y se condenará a los accionantes a cancelar las costas causadas en ambas instancias, a favor de los demandados recurrentes, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará por auto posterior. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 27 de septiembre de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauraron la señora Edel Sorany Ramírez Estrada y los menores Juanita Geraldine y Ángel David Villada Ramírez contra el señor Luis Horacio Valencia Echeverry y las sociedades Líneas Pereiranas S.A. y QBE Seguros S.A., esta también llamada en garantía, excepto los ordinales segundo y octavo que SE CONFIRMAN. En su lugar, se niegan las pretensiones de la demanda dirigidas contra los recurrentes.
SEGUNDO: Costas en ambas instancias a cargo de los demandantes, a favor de los demandados impugnantes, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará por auto posterior. 

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY HERRERA GRISALES
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